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Medellín,  dieciséis (16) de diciembre de dos mil veintidós (2022 ).  

 

Procede el Tribunal a decidir el  recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante,  f rente al auto proferido el 26 de jul io de 2022 por el  Juzgado 

Primero Civi l  del Circuito de Ejecución de Sentencias de Medel l ín,  mediante el  

cual dicho despacho terminó el proceso por desist imiento tácito .  

 

I . ANTECEDENTES 

 

La sociedad Nuti f inanzas S.A. ,  mediante apoderado judicial ,  formuló demanda 

ejecut iva en contra de l señor John Jairo Sepúlveda Ocampo con pretensión de 

de ejecutar las sumas de dinero contenidas en dos (2) pagarés arrimados 

como base de recaudo.  

 

La demanda correspondió por reparto al Juzgado Séptimo Civi l  del Circuito de 

Medel l ín, que l ibró mandamiento de pago  mediante proveído del  10 de junio 

de 2010 ( f l .  2 1  A R C H IV O  P D F  C U A D E R NO  I  E JE C U T IV O ) .  

 

El 10 de junio de 2010 el juzgado decretó como medidas cautelares el  

embargo y retención de las sumas de dinero que se  l legaren a consignar en 

las cuentas que tuviere el demandado en las ent idades Bancarias BBVA, 

Banco Popular,  Banco Davivienda, Banco Santander, Banco de Bogotá, Banco 
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Caja Social,  Banco de Occidente, Banco HSBC y Bancolombia (F l .  5  P D F  M E D ID A S 

C A U T E LA R E S ) ,  habiéndose recibido respuesta así:  por una parte el BBVA, el 

Banco de Occidente,  el  Banco Popular,  el  Banco Santander y  el  Banco HSBC 

di jeron que el demandado no t iene cuentas ni  vínculos con esas ent idades;  

por ot ra parte, Davivienda, el  Banco de Bogotá y Bancolombia señalaron que 

procedieron al  embargo pero en las cuentas no hay dineros disponibles.  

 

La not i f icación del  demandado se real izó el 25 de abri l  de 2011,  por 

intermedio de curador ad l i tem que le fue designado previo emplazamiento e 

intento inf ructuoso de not i f icación personal di recta  ( f l .  6 9  A R C H IV O  P D F  C U A D E R N O  I  

E JE C U T IV O ) .  

 

Ante la fal ta de formulación de excepciones, mediante providencia del  19 de 

mayo de 2011 se dispuso seguir adelante la ejecución ( f l s .  7 6 ,  7 7  y  7 8  A R C H IV O  P D F 

C U A D E R NO  I  E JE C U T IV O ) ,  luego de lo cual  se efectuó la l iquidación y aprobación de 

costas, así  como también la l iquidación del crédito y aprobación de ésta.  

 

En providencia del  6 de diciembre de 2012 se decretó el embargo de 

remanentes de los bienes embargados y que  se l legaren a desembargar en el 

proceso adelantado en el  Juzgado Veint icuatro Civi l  Munic ipal de Medel l ín 

contra el demandado radicado 2011 -816 ( f l .  3 2  P D F  M E D ID A S  C A U T E L A R E S ) ,  del cual  

tomó nota el juzgado dest inatario.  

 

El 25 de abri l  de 2013 se decretó  el embargo y secuestro de la marca PEAK 

con registro marcario N° 207366 de la Superintendencia de Industria y 

Comercio y, del crédito que el demandado t iene con ASCUN, habiéndose 

tomado nota del embargo de la marca y , respondiendo la segunda ent idad , 

que el  demandado no t iene créditos a su favor ni  t iene relación contractual 

alguna con ésta ( f l .  3 8  PDF  ME DIDAS CA UTE LA RE S ) .  

 

El 11 de octubre de 2013 se designó peri to para avaluar la marca Peak, el  que 

se posesionó el  18 de diciembre de 2013 ( f l .  38  P DF  ME DI DA S CA UT ELA RE S) .  

 

En auto del  22 de enero de 2014 aclarado el 30 del mismo mes y año, se 

decretó el embargo y secuestro del vehículo de placas BJZ 179 ( f l .  70  PDF  

ME DI DA S CA UTE LA RES ) .   
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El avalúo de la marca aludida fue presentado por el  auxi l iar de la just icia el  2 

de abri l  de 2014 y se corrió t raslado  a las partes en providencia del  22 del  

mismo mes y año, habiendo sol ici tado aclaraci ón la parte demandante ( f l s .  77  a  

79  y  83  a  8 5  P DF  ME DIDAS CA UTE LA RES ) .  

 

El expediente fue remit ido a los juzgados de ejecuc ión de sentencias 

correspondiendo el conocimiento al Juzgado Primero Civi l  de Circuito de 

Ejecución de Sentencias de Medel l ín, despacho que avocó conocimiento en 

auto del 20 de mayo de 2014 ( f l .  9 6  ARCHIV O PDF CUA DE RNO I  EJE CUTI VO) .   

 

El 10 de jul io de 2014 la Secretaría de Movi l idad informó que tom ó nota del 

embargo del vehículo de placas BJZ 179 y el 22 de agosto se orden ó expedir 

comisorio para real izar el  secuestro ret i rado por la parte demandante  ( f l s .  92 ,  9 3  

y  9 4  P DF  ME DIDAS CAUTE L ARE S ) .   

 

El 23 de octubre de 2014 el peri to rindió la aclaración pedida  y el 3 de octubre 

de 2015 se f i jó fecha para rematar la marca aludida, di l igencia que no se 

real izó por sol ici tud de la parte demandante quien señaló que ,  la persona 

t i tular del bien objeto de subasta , no corresponde a la demandada en este 

proceso ( f l s .  9 9  a  10 9  PDF  ME DI DAS CA UTE LA RE S) .    

 

El 4 de jul io de 2017 se recibió of icio emit ido por el  Juzgado Quinto Civi l  

Municipal  de Ejecución de Sentencias de Medel l ín señalando que el proceso 

adelantado inicialmente por el  Juzgado Veint icuatro Civ i l  Municipal de 

Medel l ín  y donde se tomó nota de remanentes, terminó por desist imiento tácito 

sin que existan remanentes para dejar a disposición ( f l .  11 0  PDF  ME DI DA S  

CA UTE LA RES ) .   

 

El 2 de abri l  de 2019 la apoderada de la parte demandante sol ici tó l ibrar 

comisorio para el secuestro del vehículo de placas BJZ 179, decidiendo el  

juzgado de primer grado,  en auto del  día 10 del mismo mes y año,  requeri r a 

la parte demandante para informar el lugar donde ci rcula el automotor ,  con el 

f in de poder di r igi r debidamente la comisión ( f l .  1 17  P DF  ME DI DA S CAUTE LA RE S) .  

 

En febrero de 2018 y febrero de 2019 la parte demandante presentó 

actual izaciones de la l iquidación del crédi to, habiendo sido aprobada la úl t ima 

en proveído del  5 de marzo de 2019, providencia ésta en la que también se 
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puso en conocimiento de las partes of icio arrimado por la Secretaría de 

Movi l idad de Bogotá, informando que tomó nota del  embargo respecto del 

vehículo de placas BJZ 179, advi rt iendo que concurre con orde n de embargo 

emit ida en proceso de cobro coact ivo el 23 de enero de 2019 ( f l s .  9 7  a  1 09  

ARCHIV O P DF CUA DE RNO I  EJE CUTIV O) .  

 

En of ic io del  8 de febrero de 2019 aclarado el 3 de mayo del  mismo año, la 

Unidad de Cobro Coact ivo de la Alcaldía de Medel l ín infor mó que esa ent idad 

decretó concurrencia de embargos respecto del que recae sobre el vehículo 

de placas BJZ 179,  la cual puso en conocimiento de las partes el a quo  en 

providencia del 16 de jul io de 2019  ( f l s .  1 13 ,  12 0  y  1 22  P DF  ME DI DA S CA UTE LA RES ) .   

 

En  auto del 26 de jul io de 2022, el  despacho de primer grado decidió terminar 

el  proceso de conformidad con lo establecido en el art ículo 317 del Código 

General  del  Proceso, esto, por inact ividad superior a dos (2) años ( f l .  11 0  

ARCHIV O P DF CUA DE RNO I  EJE CUTIV O) .  

 

I I  LA IMPUGNACIÓN 

 

En desacuerdo con tal  resolución,  formuló la parte actora recurso de 

reposición y apelación subsidiaria , exponiendo que el Juzgado no tuvo en 

cuenta que en el proceso existe un embargo vigente sobre el cual  la 

Secretaría de Movi l idad decretó concurrencia de embargos, la que fue 

aceptada por el  Juzgado el  16 de jul io de 2019 , quedando entonces por cuenta 

del funcionario de cobro coact ivo cont inuar con el procedimiento, tal  como 

establece el  art ículo 839 del Decreto 624 de 1989, estand o entonces el 

proceso a la espera que el  juez que conoce el crédito de mejor grado informe 

el procedimiento adelantado y disponga dejar remanentes, no evidenciándose 

entonces desinterés de esa parte ( f l .  11 0  ARCHIVO  P DF CUA DE RNO I  E J ECUTIV O ) .  

 

Resuelta de forma desfavorable la reposición y concedida la alzada, el  

expediente arribó a esta Corporación y se repart ió a este Despacho el 22 de 

sept iembre de los corrientes, siendo procedente resolver de plano conforme lo 

manda el inciso segundo del art ículo 326 de l Código General del Proceso,  

previas las siguientes:  
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I I I .  CONSIDERACIONES  

 

1.  EL DESISTIMIENTO TÁCITO.  

 

Conocido es que el procedimiento civi l  está orientado por un cri terio 

tendencialmente disposit ivo de donde se inf iere que corresponde a las partes 

por regla general,  el  inicio e impulso de la serie.  Así mismo, corresponde al 

Juez brindar el  impulso pert inente cuando le corresponda.  

 

De manera que las partes tendrán la carga de cumpli r  con sus obl igaciones 

procesales dentro de los términos que correspon da, así como el Juez cuando 

a él concierna, para que el  objeto del proceso se veri f ique;  si  el lo no ocurre, 

surgen consecuencias que afectarán a la parte incumplida,  o al juez cuando la 

demora se atribuya a él.  

 

Para conjurar la inercia, desidia e inact iv i dad de las partes en sat isfacer una 

carga procesal o desplegar un acto de procedimiento, necesarios para 

proseguir la actuación que ha iniciado y es de su exclusiva incumbencia, se ha 

previsto como remedio f iguras como la actualmente denominada desist imiento 

tácito ,  que además ha sido prevista como mecanismo de descongest ión 

judicial .  

 

Dicha f igura, en el escenario jurídico reciente, fue inicialmente establecida por 

Ley 1194 de 2008, modif icatorio del art ículo 346 Código de Procedimiento 

Civi l  y en la actua l idad se encuentra reglada con notorias diferencias por el  

art ículo 317 del Código General del Proceso, a cuyo tenor:  

 

El desist imiento tác i to se apl icará en los sigu ientes eventos:  
 
1.  Cuando para cont inuar el  t rámite  de la demanda, del l lamamiento en 
garantía,  de un incidente o de cualquiera  otra actuación promovida a  
instancia de parte,  se requiera e l  cumplimiento de una carga procesal o  
de un acto de la parte que haya formulado aquel la o promovido estos, e l  
juez le ordenará cumpli r lo dent ro de los t re in ta (30) días sigu ientes 
mediante prov idencia que se not i f icará por estado.  
 
Vencido dicho término sin que quien haya promovido e l t rámite  
respect ivo cumpla la carga o rea l ice el  acto de parte ordenado, e l  juez 
tendrá por desist ida táci tamente la respect iva  actuación y así  lo  
declarará en providencia en la que además impondrá condena en costas.  
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El juez no podrá ordenar el  requer imiento previsto en este numeral,  para 
que la parte demandante in ic ie  las d i l igencias de not i f icac ión del  auto  
admisor io de la demanda o del mandamiento de pago, cuando estén 
pendientes actuaciones encaminadas a consumar las medidas cautelares 
previas.  
 
2. Cuando un proceso o actuación de cualquier naturaleza, en 
cualquiera de sus etapas, permanezca inactivo en la secretar ía del  
despacho, porque no se solicita o realiza ninguna actuación durante 
el  plazo de un (1)  año en primera o única instancia,  contados desde 
el día siguiente a la última noti ficación o desde la úl tima dil igencia o 
actuación,  a petición de parte o de oficio,  se decre tará la  
terminación por desistimiento tácito sin necesidad de requerimiento 
previo .  En este evento no habrá condena en costas o perju ic ios a cargo 
de las partes.  
 
El desist imiento tác i to se regi rá por las s iguientes reg las:  
 
a) Para e l  cómputo de los plazo s previstos en este art ículo no se contará 
el  t iempo que e l proceso hubiese estado suspendido por acuerdo de las 
partes;  
 
b) Si el  proceso cuenta con sentencia ejecutoriada a favor del  
demandante o auto que ordena seguir adelante la ejecución, el  plazo 
previsto en este numeral será de dos (2) años ;  
 
c) Cualquier actuación, de of ic io o a pet ic ión de parte,  de cualquier  
naturaleza,  interrumpirá los términos prev istos en este art ícu lo;  
 
d) Decretado e l des is t imiento tác i to quedará terminado el  proceso o la 
actuación correspondiente y se ordenará e l  levantamiento de las medidas 
cautelares pract icadas;  
 
e) La prov idencia  que decrete  el  desis t imiento táci to  se not i f icará por 
estado y será suscept ib le del recurso de apelación en el  efecto  
suspensivo. La prov idencia  que lo niegue será apelable en el efecto 
devolut ivo;  
 
f )  E l  decreto de l desist imiento  tác i to no impedirá que se presente 
nuevamente la demanda transcurr idos seis  (6) meses contados desde la  
ejecutor ia de la prov idencia  que así  lo haya dispuesto o desde la  
not i f icación de l auto de obedecimiento de lo resuelto por e l  superior,  
pero serán inef icaces todos los efectos que sobre la interrupción de la  
prescripción ext int iva o la inoperancia de la  caducidad o cua lquier otra  
consecuencia que haya producido la pres entación y not i f icac ión de la 
demanda que dio  or igen al proceso o a la actuación cuya terminación se 
decreta;  
 
g) Decretado el  des is t imiento táci to por  segunda vez ent re  las mismas 
partes y en ejercic io  de las mismas pretensiones, se ext ingui rá el  
derecho pretendido. E l juez ordenará la  cancelac ión de los t í tu los del  
demandante s i  a e l los hubiere lugar.  A l  decretarse e l  des ist imiento  
táci to,  deben desglosarse los documentos que sirv ieron de base para la  
admis ión de la demanda o mandamiento e jecut ivo,  con la s constancias 
del caso, para así poder tener conocimiento de el lo ante un eventual 
nuevo proceso;  
 
h) El  presente art ículo  no se apl icará en contra de los incapaces,  cuando 
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carezcan de apoderado judicia l .  (Negri l las y subrayas fuera de l texto  
orig inal )  

 

Pert inente resulta mencionar que el desist imiento tácito ha sido entendido de 

diversas maneras; una de el las es que se comprenda como la interpretación 

de la voluntad del  pet icionario de desist i r de su pretensión o sol ici tud 

procesal ,  caso en el cual  su f ina l idad es garant izar la l ibertad de las personas 

de acceder o no a la administración de just icia y la otra, es entender la f igura 

como una sanción, en la medida en que opera por el  incumpl imiento de una 

carga procesal y se inst i tuye como una manifestación d e la potestad 

sancionadora del  juez que se impone sin necesidad de recurri r  a la f icción de 

que el pet icionario ha desist ido tácitamente de su sol ic i tud.  Entendido como 

una sanción el desist imiento tácito busca garant izar el  derecho de todas las 

personas a acceder a una administ ración de just icia di l igente,  célere, ef icaz y 

ef iciente, así como el derecho a obtener pronta y cumplida just ic ia, siendo 

por tanto una medida legal que pretende disuadir a las partes procesales para 

evitar las práct icas di lator ias en el trámite jurisdiccional.  

 

2.  CASO CONCRETO. 

 

Del tenor del art ículo 317 del Código General  del Proceso ci tado, se evidencia 

que son variados los supuestos, condicionamientos y reglas que habi l i tan la 

terminación anormal  del procedimiento por desist imi ento tácito; los cuales, 

subsumidos en los elementos del sub examine obl igan a coincidi r con la 

posición del iudex a quo, como se pasa a detal lar .  

 

En verdad, el  término de inact ividad total  apl icable a este procedimiento es el 

de dos (2) años contemplado en el l i teral a) del numeral 2 del art ículo 317 del 

Código General  del  Proceso,  en tanto, verdaderamente este es un proceso 

que “cuenta con sentencia ejecutoriada a favor del  demandante o auto que 

ordena seguir adelante la ejecución” .   El referido término debe contarse 

desde la úl t ima actuación de parte o del juzgado, pues para la procedencia de 

la terminación anormal del proceso por la referida f igura en la modal idad 

especial que nos convoca, es necesario que se conf igure el término de dos 

(2) años de inact iv idad total,  necesario para estructurar el  objet ivo supuesto 
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que habi l i ta el  decreto de conclusión de la serie con la consecuencial 

cancelación cautelar.  

 

Revisado con detenimiento el expediente content ivo del  proceso , cuyas 

actuaciones se detal laron en la parte de antecedentes de esta providencia, se 

evidencia que la úl t ima actuación surt ida en el proceso data del 16 de jul io de 

2019, fecha en la cual el  juzgado de primer grado puso en conocimiento los 

of icios emit idos por la Unidad de Cobro Coact ivo de la Alcaldía de Medel l ín 

informando concurrencia de embargos respecto del que recae sobre el 

vehículo de placas BJZ 179.  

 

La parte demandante recurrente alega como sustento par a just i f icar su 

inact ividad que no podía impulsar el  presente proceso porque debido a la 

concurrencia de embargos el procedimiento quedaba por cuenta del  

funcionario de cobro coact ivo , debiendo esperar que el  juez que conoce el  

crédito de mejor grado informe el procedimiento adelantado y disponga dejar 

remanentes, pero no le asiste razón en su reproche por los siguientes 

motivos:  ( i ) el  aparte que se apl icó del art ículo 317 del C.G.P.  solo establece 

como requisi to para su apl icación la inact ividad del proceso por dos (2) años,  

por no sol ici tar ni  real izar,  la parte interesada, actuación  alguna,  exigencia 

que se cumple en este caso por la inact ividad que supera ese periodo como 

fue detal lada en párrafo precedente; ( i i ) el  hecho de que exista una 

concurrencia de embargos decretada por un ente Estatal no es excusa para 

paral izar el  proceso,  porque el secuestro y remate debe real izarse en este 

proceso donde se decretó inicialmente la cautela, solo que para efectos de 

dist ribución del dinero deberá tenerse en cuenta la concurrencia decretada a 

efectos de establecer s i  el  crédito Estatal t iene preferencia o no para dicha 

dist ribución,  habiendo asumido la parte actora que sí la t iene porque ci ta una 

norma que regula deudas f iscales, sin tener en cuenta que no todos los 

crédi tos a favor de una ent idad del Estado t ienen la categoría de f iscales y 

que en este caso la misma ent idad que informó la concurrencia del embargo 

señaló que la ejecución se inició por una multa de t ránsito, no por una deuda 

f iscal ;  además, si  en gracia de discusión se entendiera que es el  juez 

coact ivo el que debe impulsar el  secuestro y remate, la parte actora podía 

actuar, por lo menos, sol ici tando of iciar a la ent idad estatal a indagar por el  

estado del  proceso coact ivo,  pero no esperar de forma inact iva como lo hizo; 
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( i i i ) el  presente proceso es un ejecut ivo singular donde s e pueden perseguir 

diversos bienes del demandado, exist iendo incluso otras cautelas decretadas 

y pract icadas, no pudiendo entonces detenerse por una sola cautela con 

concurrencia, por la cual,  como se di jo,  tampoco se ha interesado la parte 

actora en indagar por su estado;  ( iv)  en el proceso se embargó y avaluó la 

marca PEAK, l legando incluso a la f i jación de remate suspendido por sol ici tud 

de la parte actora,  medida sobre la cual la parte demandante pidió no 

cont inuar el  remate porque supuestamente no f igu raba a nombre del aquí 

demandado, si tuación que resulta extraña y no fue aclarada por dicha parte, 

pues la medida se decretó f rente a la marca PEAK de propiedad del 

demandado John Jai ro Sepúlveda Ocampo con C.C. 70.122.944, siendo 

debidamente regist rada po r la Superintendencia de Industria y Comercio, que 

conf i rmó que la misma estaba inscri ta a nombre del señor John Jai ro 

Sepúlveda Ocampo, sin reparar para su inscripción, no siendo entendible 

entonces porqué la parte demandante señala, sin prueba alguna , que no es 

del demandado, cautela que además sigue en f i rme porque no ha sol ici tado su 

levantamiento.  

 

El l i teral c) del  numeral 2º del  art ículo 317 ya ci tado, dispone que cualquier 

actuación, de oficio o a petición de parte, de cualquier naturaleza 

interrumpirá el computo de los términos para la declaratoria del desist imiento 

tácito,  de modo que,  contrario a lo argumentando por la parte ejecutante, no 

estaba en imposibi l idad para actuar en esos más de dos años en los que el 

proceso estuvo paral izado, pues ba staba cualquier actuación suya para lograr 

la interrupción de dicho termino,  máxime si  se t iene en cuenta que podía y 

debía real izar conductas encaminadas a concretar las cautelas.  

 

De manera que, contrario a lo argumentado por la recurrente,  no exist ió er ror 

del a quo ,  siendo entonces la decisión a adoptar en esta instancia,  

CONFIRMAR el auto apelado, sin lugar a condenar en costas a  la recurrente, 

en la medida que no se causaron.  

 

Por lo expuesto, la suscrita Magistrada Sustanciadora de la Sala Civil  del  

Tribunal Superior de Medellín,  

 

 



P á g i n a  1 0  d e  1 0  

M    C    O    P      R a d i ca d o  05 0 01  31  0 3  0 07  2 0 10  0 0 30 7  0 1  

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO. CONFIRMAR  el  auto de fecha 26 de jul io de 2022, proferido por el  

Juzgado Primero Civi l  del  Circuito de Ejecución de Sentencias de Medel l ín ,  

mediante el cual dicho despacho terminó el proceso por desi st imiento tácito.  

 

SEGUNDO.  NO CONDENAR  en costas en esta instancia.  

 
 

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 
 
 
 
 

MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 
Magistrada  

(Firma electrónica conforme el art ículo 105 del Código General  del Proceso, 

en concordancia con la Ley 2213 de 2022 ) 
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